El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PERTENENCIA / PRESCRIPCIÓN VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL / REQUISITOS ESPECIALES / POSESIÓN REGULAR E IRREGULAR / ESTA ÚLTIMA, AUNQUE EXIGE MAYOR TIEMPO, TAMBIÉN OTORGA EL DERECHO A ADQUIRIR EL PREDIO POR PRESCRIPCIÓN / ACCIÓN REIVINDICATORIA / REQUISITOS.
… la acción de dominio o reivindicatoria, tiene sustento legal en el artículo 952 del C. Civil, cuya disección revela sus cuatro sus elementos axiológicos: (i) el derecho de dominio en cabeza del demandante; (ii) la posesión en cabeza del demandado; (iii) que la demanda recaiga sobre una cosa singular reivindicable o sobre una cuota determinada de una cosa singular; y, (iv) que haya identidad entre el bien del que el demandante es propietario y el que el demandado posee. 

Y por su parte, la usucapión o pertenencia, según el artículo 2518 del Código Civil, impone para su prosperidad, la satisfacción de unos elementos a saber: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida.
Y si se trata, como en este caso, de la prescripción de una vivienda de interés social, es menester acudir a la regulación del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 91 de la Ley 388 de 1997… 

En complemento, debe destacarse que el artículo 51 de la Ley 9 de 1989 señala que a partir del 1° de enero de 1990, se reduce a cinco años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de este tipo de viviendas; y a tres para la ordinaria.
Además, comoquiera que la apelación de la parte demandante se centra en la mala fe de los poseedores, debe traerse al cuento una cuestión adicional, que tiene que ver con la posesión regular y la irregular, en el sentido de que ambas tienen protección, solo que los requisitos de la primera, por provenir de justo título y buena fe, son más expeditos, al punto de que se gana el dominio de las cosas por el paso de tres años, como regla general, si se trata de viviendas de interés social, como es el caso que nos ocupa.

Las que no provienen de allí, sino de otras circunstancias, incluso las clandestinas y violentas, exigen para la obtención del beneficio, un tiempo mayor que, como se vio, hoy es de cinco años en el caso de las viviendas de interés social. Lo que se quiere significar, entonces, es que también ese tipo de posesión está destinadas a servir de modo para ganar el dominio, si el titular del derecho real lo descuida y permite que el correr de los días haga mella en él.
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HECHOS:

1. Por escritura pública 2120 del 10 de julio de 2002, otorgada en la Notaria única del Circulo de Dosquebradas, María Ignacia Garnica Ríos, como representante legal de la asociación de vivienda El Jazmín, transfirió a título de venta a favor de Martha Lucía Flórez el inmueble con número de ficha catastral 01-10-00-000-0048-00016-0-00-00-0000 y matrícula inmobiliaria número 294-49895.

2. A la que fecha que la señora Martha Lucía adquiere el bien referido, este se hallaba completamente vacío, es por ello que mediante contrato civil de obra suscrito el 07 de julio de 2003 con los señores Rubén Darío Quenguán y Juan Carlos Meneses Pareja se comprometieron a construir una casa de habitación de una sola planta.
3. Para el mes de marzo de 2006 entran en posesión de manera fraudulenta los señores María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexánder Arango, aprovechando que a la fecha la casa de habitación apenas se estaba terminando y sólo le faltaban las puertas y ventanas. Esto lo hicieron con complicidad de la señora María Ignacia Garnica Ríos, representante legal de la asociación de vivienda El Jazmín; desde ese entonces han venido ejerciendo la posesión, prohibiendo rotundamente el ingreso a la aquí demandante. 

PRETENSIONES: 

PRIMERA: Se declare que el bien inmueble en mención pertenece en dominio pleno y absoluto a la demandante. 

SEGUNDA: Se condene a los demandados a restituirlo, una vez ejecutoriada la sentencia. 

TERCERA: Reconocimiento de los frutos naturales o civiles del bien inmueble objeto de reivindicación, no sólo los percibidos sino también los que el dueño hubiese podido percibir con mediana inteligencia y cuidado de acuerdo a la justa tasación efectuada por peritos, desde el mismo momento de iniciada la posesión hasta el momento de entrega del inmueble.

CUARTA: La demandante no está obligada, por ser los poseedores de mala fe, a indemnizar las expensas necesarias referidas en el artículo 965 del Código Civil.

QUINTA: Que en la restitución del inmueble en cuestión, deben comprenderse las cosas que forman parte del predio, o que refuten como inmuebles, conforme a la conexión con el mismo.

SEXTA: Que se ordene la cancelación de cualquier gravamen que pese sobre el inmueble en mención.

SEPTIMA: Se condene a los demandados en  costas del proceso. 

RESPUESTA Y EXCEPCIONES:

Los demandados se opusieron a las pretensiones y adujeron que el señor Derlin Alexander Arango (demandado) fue quien construyó con sus propios recursos el inmueble en que habita junto con las señora María Alicia Sepúlveda, por lo tanto están legitimados para pedir en su nombre la prescripción adquisitiva de dominio ya que son poseedores de buena fe; además propone las siguientes excepciones.

Propusieron como excepciones: 

Posesión de buena fe de la parte demandada: Los demandados siempre han ostentado la posesión quiera y pacífica del inmueble, durante el tiempo que han estado en posesión han hecho actos positivos de señorío y sueño como banqueo o adecuación del terreno para construir todo el inmueble, pago de impuestos predial, matrícula de la totalidad de los servicios públicos, el pago de la hipoteca y el terreno donde habitan, compra de materiales empleados para la construcción de la vivienda, instalación del contador por parte de la Central Hidroeléctrica de Caldas.  Nunca la actora hizo posesión alguna sobre el predio, sino que dejó que los años transcurrieran para demandar la acción reivindicatoria.

Prescripción extraordinaria (especial) adquisitiva de dominio – vivienda de interés social de parte del inmueble: Los demandados tiene el tiempo necesario para pedir a su favor la usucapión del inmueble por haberlo poseído con ánimo de señor y dueño desde agosto de 2007, la fecha que empezaron a adecuar el lote de terreno para construirlo y luego ocuparlo para su vivienda, ha transcurrido más de cinco años que exige la ley 9ª de 1989 para adquirirlo por la prescripción extraordinaria (especial). 

Existencia de cuantiosas mejoras, derecho de mejoras, reclamo de su pago (Folio 50 Cuaderno principal 1) 

DEMANDA DE RECONVENCIÓN – Proceso verbal, de Pertenencia (Prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio de vivienda de interés social) en contra de MARTHA LUCIA FLOREZ. 

HECHOS: 

1. En agosto de 2007, Derlin Alexánder Arango Rojo y María Alicia Sepúlveda, comenzaron a desyerbar y a realizar el banqueo del lote de terreno de matrícula 294-49895, en el que había unos cimientos y columnas. 
2. El 7 de julio de 2007 el señor Arango Rojo compró el predio a la señora María Ignacia Garnica, quien le hizo entrega real y material a los demandados; el precio fue de $8.500.000, precio que se pagó en varias cuotas.
3. La vendedora no le hizo las escrituras, porque ya existía una escritura con hipoteca de la señora Martha Lucía Flórez. Esa hipoteca, por valor de $2.000.000,00, fue pagada por él, con el fin de seguir pagando el impuesto predial y evitar que la señora Garnica Ríos iniciara un proceso ejecutivo. 

4. Desde la fecha mencionada han estado en posesión del citado bien que es una vivienda de interés social, en forma quieta, pacífica y no clandestina; construyeron en su totalidad la primera planta, excepto algunos cimientos y columnas que estaban cuando compraron el lote de terreno; todos los servicios públicos de que está dotado el bien inmueble han sido puestos por ellos y desde 2003 pagan el impuesto predial. 

5.
Por tratarse de una vivienda de interés social, y cumplir más de cinco años de posesión, han ganado el dominio por prescripción. 

PRETENSIONES: 

PRIMERA: Pertenece el dominio pleno y absoluto a los demandantes señores, María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango Rojo, por tratarse de un bien calificado como de interés social y por haberlo adquirido por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio por más de cinco años.
SEGUNDA: Ordénese la inscripción de la sentencia en los libros respectivos de la Oficina de Instrumentos Públicos de Dosquebradas, para fines legales pertinentes, anotación que se hará en el folio de matrícula inmobiliaria No. 294-49895 que corresponde a la ficha catastral 011000480016000 

TERCERA: Que como consecuencia de la declaración solicitada en la pretensión primera, se ordene, la cancelación de la anotación Nº 005 del certificado de tradición y de todos los gravámenes que afecten el inmueble. 

CUARTA: La parte demandada sea condenada al pago de las costas y agencias en derecho que ocasione el proceso. 

TRASLADO Y EXCEPCIONES DE LA DEMANDA DE RECONVENCIÓN 

La demandada se opuso a las pretensiones solicitadas, pues dice que la posesión de los demandados en el proceso reivindicatorio ha sido violenta y clandestina sin ánimo de señores y dueños. 

Propuso las excepciones que denominó: 

Mala fe de los señores María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango fundamentada en el hecho que pretenden desconocer las mejoras realizadas por la señora Martha Lucía Flórez sobre el referido bien inmueble, alegando hechos inexistentes y valiéndose de afirmaciones falsas y temerosas. 

Ausencia de la calidad de poseedores en los señores María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango para adquirir el bien por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio: la posesión alegada por dichos señores sobre el bien inmueble a usucapir ha sido sin ánimo de señor y dueño, y por tanto no concurren los dos elementos exigidos por la ley, que son el animus y el corpus, para que prospere la acción deprecada 

SENTENCIA

Cumplidos los presupuestos procesales y sin causal de nulidad qué declarar. 

La legitimación en la causa radica en las partes. 

SOBRE EL REIVINDICATORIO

A las luces del artículo 946 del Código Civil, la jurisprudencia tiene como admitidos los elementos axiológicos de la acción reivindicatoria que son: 1. Derecho de dominio en el demandante, 2. Posesión material en el demandado, 3. Identidad entre la cosa que se pretende y la poseída por el demandado, 4. Que se trate sobre cosa singular o cuota determinada; los cuales se deben determinar plenamente por la parte demandante para salir airosas en sus pretensiones.

Para el primer elemento la actora allegó la correspondiente escritura pública de compraventa Nº 2120 del 10 de julio de 2002 otorgada ante la Notaría Única de Dosquebradas, por medio de la cual la Asociación de Vivienda El Jazmín transfiere a título de venta a favor de la señora Martha Lucia Flórez el bien inmueble determinado como lote 1 manzana f, ubicado en el área urbana del municipio de Dosquebradas, en la urbanización el Jazmín, cuyos linderos ya se encuentran indicados, la ubicación del predio pretendido por su dirección y nomenclatura fue visitado por el despacho; sobre él dan fe las partes sin haber ninguna diferencia entre las mismas y por ello cumple el primer requisito de identificación y mismidad de la heredad en conflicto, igualmente las escrituras arrimadas dan razón de su registro en el correspondiente folio de matrícula inmobiliario con lo que se demuestra que la propiedad ahora radica a nombre de la accionante;

Quien acciona en reivindicación reconoce de entrada a quien demanda como poseedor del bien inmueble, en este caso concreto la calidad la tiene los codemandados señora María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango. “Cuando el demandado en la acción de dominio, dice la Corte, confiesa ser poseedor del bien en litigio esa confesión tiene virtualidad suficiente para demostrar a la vez la posesión del demandado y la identidad del inmueble que es materia de pleito, salvo, claro está, siempre y cuando no se introduzca discusión alguna sobre el elemento de la identidad o el juzgado motu proprio halle elementos de convicción que lo lleven a cuestionar dicho presupuesto, conclusión que igualmente se predica en el caso que el demandante afirme tener a su favor la prescripción adquisitiva de dominio alegado, como acción en una demanda de pertenencia y reiterada como excepción en la contestación a la contrademanda de reivindicación en el mismo proceso se formula, porque esto constituye una doble manifestación que implica confesión judicial del hecho de la posesión”. Sentencia 22 de julio 1993 Corte Suprema de Justicia.

Se encuentran así reunidos los requisitos jurisprudenciales para la prosperidad de la acción; no obstante antes de acceder a ellas toca razonar sobre las excepciones planteadas por la parte demandada y finalmente sobre la demanda de reconvención en declaración de prescripción extraordinaria de dominio de vivienda de interés social; los medios exceptivos fueron denominados por posesión de buena fe de la parte demandada, prescripción extraordinaria especial adquisitiva de dominio de vivienda de interés social de parte del inmueble.

Primera, posesión de buena fe de la parte demandada. Que los demandados  han ocupado el predio de buena fe y por ello han podido plantar las mejoras que reclaman, también la instalación de servicios públicos y  de la hipoteca que pesa sobre la heredad, la actora nunca ejerció posesión sobre el mismo predio. Para ello se tiene que la demandante en su interrogatorio de parte hace alusión a fechas que no coinciden con las pruebas documentales, ha reclamado el predio en cuestión ante la inspección de policía pero por “desespero” teniendo en cuenta la radicación de esta actuación judicial, no sabe las mejoras que le han hecho los demandados, pero ella no pago la instalación de servicios públicos. 

La codemandada María Alicia Sepúlveda informa que entró en posesión desde el 2007 y en el 2008 más o menos llevando un año viviendo allí apareció la demandante a reclamarle el predio; Derlin Alexander Arango que negoció con la señora María Ignacia Garnica un lote con mejoras, “ellas lo remataban” porque debían hipoteca, verificó que la titular debía una hipoteca con atraso de cinco años. Lo que quiere indicar que de acuerdo a la poca ilustración que tienen los poseedores sobre la compraventa de bienes inmuebles aunado a una problemática social en que las familias de escasos recursos están al acecho de encontrar una oportunidad para solucionar su necesidad de adquirir un inmueble destinado a su vivienda proliferan personas e instituciones que de forma no muy ortodoxa negocian predios generando problemas sociales como es de público conocimiento en esta municipalidad ha generado que la señora María Ignacia Garnica en el desarrollo de proyectos de desarrollo habitacional como el llamado el Jazmín, por ese motivo amparados en el principio de la buena fe exhiben el pago de impuesto predial y complementarios mediante la factura Nº 3462481 municipio de Dosquebradas cancelada el 21 de diciembre de 2009 para la vigencia de los años 2003 a 2009, queriendo significar que pretendían poner al día las obligaciones del predio y obtener su paz y salvo en lo que respecta a impuestos prediales; así es entonces, que la buena fe se presume, es un derecho fundamental constitucional y por ende el despacho no puede entrar a declararla frente al contenido positivo pretendido por la parte pasiva; no es procedente este medio exceptivo. 

Segundo, prescripción extraordinaria especial adquisitiva de dominio vivienda de interés social de parte del inmueble, que conforme a la contestación al hecho noveno de la demanda principal, los demandados tienen el tiempo necesario para reclamar la prescripción adquisitiva de dominio como vivienda de interés social, que la misma causal se propone como demanda de reconvención, 

Efectivamente la prescripción es una figura jurídica que permite ser interpuesta como excepción o como acción o ambas como en este caso, con la pretensión de hacer repulsa a las declaraciones solicitadas por al demandante principal; en la fijación del litigio la apoderada de la parte demandada en reconvención frente al hecho seis manifestó “durante todo el tiempo citado no se le han reclamado o disputado derechos sobre el mismo, excepto la demanda reivindicatoria iniciada en su contra” y manifestó “no se acepta, se acepta sobre cinco años, a hoy once años de posesión”. 

De todo el análisis probatorio frente a la jurisprudencia nacional, se tiene por sentado que dentro de la litis se probó y se acepta que los demandados en reconvención son poseedores con cinco años de vigencia al momento de la presentación de la demanda y once años a la fecha; es decir, cinco años antes del 20 de noviembre de 2015, lo que no coincide en términos.

Pero SERVICIUDAD ESP de Dosquebradas a folio 85 certifica que los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo fueron instalados a nombre de la señora María Alicia Sepúlveda desde el 28 de diciembre de 2009 y la CHEC folio 86 informa que el servicio de energía para el inmueble en litigio fue instalado por petición del señor Derlin Alexander Arango Rojo desde el mes de noviembre de 2008, entonces se puede tener en principio como el extremo inicial de esa posesión el mes de noviembre de 2008 que para la fecha de presentación de la demanda reivindicatoria, 10 de junio de 2015 se habría poseído por un término de 6 años y 6 meses, lo que los hace merecedores a promover la demanda de prescripción adquisitiva de vivienda de interés social para lo cual se requiere un lapso mínimo de 5 años se declarará probado este medio exceptivo.

Así como se encuentra probado el medio exceptivo sobre la prescripción adquisitiva de dominio de vivienda de interés social, la mala fe atribuida por la actora en reivindicación y la negatoria de la calidad de vivienda de interés social que ha de tener el bien inmueble pretendido será motivo de decisión  en este campo de la prescripción adquisitiva de dominio. 
SOBRE LA PERTENENCIA. 

De la acción de prescripción adquisitiva extraordinaria de dominio de interés social, conforme a los elementos axiológicos de la demanda de pertenencia el bien es susceptible de adquirirse por este modo ya que no se encuentra fuera del comercio, ni es bien de uso público, además su historial de tradición demuestra que ha sido transferido entre articulares. 
Pretende el reconvencionista se declare que por vía de la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio de vivienda de interés social que ha adquirido el dominio del predio ya descrito, la inscripción de dicho fallo y la condena en costas a la demandante principal. Como soporte de lo pretendido, entonces ya se tienen las pruebas que trabaron la litis en la acción principal y especialmente los reconocimientos mutuos que se hicieron las partes, la aquí demandante como poseedora y la demandada como titular de derecho de dominio, entonces se reclama que los demandados viene poseyendo el predio motivo de la litis desde hace varios años, que les permite el acceso a la declaración de pertenencia por prescripción adquisitiva extraordinaria de vivienda de interés social. Se trabó la litis igualmente con referencia a la reconvención y se observa tanto en la contestación de la demanda de pertenencia como en las alegaciones finales que se repudian la calidad de vivienda de interés social del inmueble en virtud a que el mismo no haya tenido origen en su aspecto individual como referente de solución al problema social de vivienda de interés  social promovido por una entidad especializada o del Gobierno Nacional.

Consideraciones:

La acción ejercida indudablemente es la que proviene de nuestra legislación como acción ordinaria de declaración de pertenecía en la modalidad de prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio de un bien inmueble urbano ubicado en Dosquebradas. 

Conforme a las normas legales anotadas así como la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia según casación del 13 de septiembre de 1980 Magistrado ponente Dr. Alberto Ospina Botero; puede firmarse que la prescripción adquisitiva ordinaria y extraordinaria para inmuebles opera cuando se cumplen los siguientes presupuesto A) Posesión material del demandante, B) Que la posesión se prorrogue por el tiempo que exige la ley, C) Que dicha posesión ocurra ininterrumpidamente D) Que la cosa o derecho sobre la cual se ejerce la posesión, sea susceptible de adquirirse por prescripción, 

Los Presupuestos procesales de la acción en este caso concreto no se cumplen a cabalidad, 
El artículo 407 del Código de Procedimiento Civil establecía Artículo 407 declaración de pertenencia, en las demandas sobre declaración de pertenencia se aplicaran las siguientes reglas, numeral quinto, a la demanda deberá acompañarse un certificado del Registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como titulares de derecho reales sujetos a registro o que no aparece ninguna como tal, siempre que en el certificado figure determinada persona como titular de un derecho real principal sobre el bien, la demanda deberá dirigirse contra ella, 
La Corte Constitucional ha dicho, a la demanda deberá acompañarse un certificado del Registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que aparecen como titulares de derechos reales sujetos a registro o que no aparece ninguna como tal, fue declarado exequible por los cargos analizados por la Corte Constitucional mediante sentencia C 275 de 2006 del 05 de abril de 2006 Magistrado ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis; en el entendido que el Registrador público siempre deberá responder a la petición de dicho certificado de acuerdo con los datos que posea dentro del término establecido en el Código Contencioso Administrativo   SC 38300 del 05 de abril del 2000, Magistrado ponente Dr. Álvaro Tafur Galvis, esta exigibilidad fue recogida por el Código General del Proceso y siendo más amplia la carga procesal y sus efectos así artículo 375 Código General del Proceso regla quinta, “A la demanda deberá acompañarse un certificado del registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales principales sujetos a registro. Cuando el inmueble haga parte de otro de mayor extensión deberá acompañarse el certificado que corresponda a este. Siempre que en el certificado figure determinada persona como titular de un derecho real sobre el bien, la demanda deberá dirigirse contra ella. Cuando el bien esté gravado con hipoteca o prenda deberá citarse también al acreedor hipotecario o prendario.” 
De lo anterior se puede colegir sin lugar a dudas que la idoneidad la prueba que demuestra la legitimación en la causa para los casos de pertenencia y concretamente en este caso en particular se tenía que disponer única y exclusivamente del certificado del Registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como titulares de derecho reales sujetos a registro, la idoneidad legal que tiene esta prueba para demostrar la legitimación a la causa por pasiva corresponde a la probanza del hecho en derecho, por ser esta una prueba conducente ante la inexistencia de la misma, desde el mismo momento de la presentación de la demanda, el despacho erró al admitir la demanda y por ello se verifica un desgaste procesal, prolongado, la carga procesal también corresponde en este  caso a la parte actora.

Necesidad de la prueba, consagrada en el artículo 174 del Código de Procedimiento Civil que en materia judicial los hechos que  se debaten debe ser objeto de la actividad probatoria por ello como a cada parte compete el deber de probar los hechos que sirven de apoyo a la norma sustancial de donde deriva el objeto jurídico perseguido artículo 177  del Código de Procedimiento Civil, significa que cada uno soporte la contingencia de su falta, lo cual puede traducirse en una decisión desfavorable, una vez aportada esta debe ser apreciada en conjunto conforme a las reglas de la sana critica artículo 187 del Código de Procedimiento Civil. Entonces en la legitimación por pasiva debe estudiarse si existe o no relación real del demandado con la pretensión por el hecho que se le atribuye, la legitimación de  la causa por activa y por pasiva es necesaria para dictar sentencia de mérito favorable al demandante o al demandado no existiendo así la prueba legal de la legitimación en la causa por pasiva igualmente conduce a que no se encuentre probada la integración del litisconsorte necesario, se procede a negar las pretensiones de la demanda, una vez en firme esta decisión se levantaran las medidas cautelares.

FALLA:

PRIMERO: Declarar por improcedente la excepción denominada POSESION DE BUENA FE DE LA PARTE DEMANDADA y, como prospera la excepción denominada PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA EXTRAORDINARIA DE DOMINIO DE VIVIENDA DE INTERES SOCIAL. 

SEGUNDO: Denegar las pretensiones en demanda reivindicatoria promovida por la señora MARTHA LUCIA FLOREZ en contra de la señora MARIA ALICIA SEPULVEDA y el señor DERLIN ALEXANDER ARANGO.

TERCERO: Denegar las pretensiones en demanda de reconvención, prescripción adquisitiva extraordinaria de vivienda de interés social, promovida por la señora MARIA ALICIA SEPULVEDA y señor DERLIN ALEXANDER ARANGO en contra de la señora MARTHA LUCIA FLOREZ

CUARTO: Se condena en costas a la demandante principal MARTHA LUCIA FLORES a favor de la demandada señora MARIA ALICIA SEPULVEDA y señor DERLIN ALEXANDER ARANGO.

QUINTO: En firme esta decisión, se ordena el levantamiento de las inscripciones de las demandadas. 

REPAROS:

PARTE DEMANDANTE: Se resumen así: 

A pesar de que las pruebas demostraban la mala fe de los demandados, el Juzgado declaró probada la excepción de prescripción “extintiva” de dominio, pasando por alto que aquellos aprovecharon de forma fraudulenta para adquirir un supuesto derecho de hipoteca, a sabiendas de que la propiedad era de Martha Lucía Flórez, quien venía reclamando su predio desde 2008. Y trajo a colación la sentencia SC19903 de 2017, relacionada con los requisitos para la prescripción adquisitiva de dominio. 
PARTE DEMANDADA: Se sintetizan:

1. 
La posesión de los demandados es de buena fe y no puede simplemente presumirse ni ponerse en duda. 
2.
El certificado del registrador de instrumentos públicos aportado con la demanda principal era suficiente para acreditar la legitimación de las partes. 
3.
Declarar probada la excepción de prescripción adquisitiva, necesariamente influía en  el proceso de pertenencia. 
CONSIDERACIONES

1. Los presupuestos procesales concurren todos y no se advierte irregularidad alguna que pueda invalidar la actuación. 
2. Se trata aquí de un litigio relacionado con el inmueble con matrícula inmobiliaria 294-49895, que enfrenta a Martha Lucía Flórez con María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexánder Arango, en el que la primera, quien se presenta como su propietaria, demanda su reivindicación, y los segundos, alegando su condición de poseedores, piden, en reconvención, que se proclame que lo ganaron por prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio.
3. En primera instancia fracasaron los ruegos de la demanda principal y los de la formulada en reconvención. 
La acción reivindicatoria se vino a menos, porque prosperó en favor de los demandados la prescripción “adquisitiva” que formularon como excepción. 

Por su parte, la pertenencia decayó, comoquiera que los demandantes omitieron aportar con la demanda de reconvención, el certificado de tradición del bien a prescribir. 
4. Ambas partes apelaron la sentencia y corresponde a la Sala, en consecuencia, decidir si confirma el fallo de primera instancia que negó las pretensiones de todos los litigantes, o lo revoca, teniendo en cuenta sus apelaciones, cuyo fundamento, en lo que respecta a la propietaria, radica en que la posesión de los demandados es de mala fe, en consideración a que ellos eran conscientes de que lo que compraron fue un derecho de hipoteca y no el dominio del bien, pese a lo cual se obstinaron en realizar mejoras. 
Y en lo que se refiere a estos últimos, en que (i) está probada su buena fe; (ii) el certificado de tradición que se echa de menos para declarar la prescripción, fue aportado por su contraparte en la primigenia demanda reivindicatoria, con lo cual se demuestra la titularidad del derecho de dominio sobre el bien; y (iii) declarada la excepción de prescripción adquisitiva de dominio, ha debido trascender a la demanda de reconvención.  
A esos aspectos concretará su análisis la Sala, en virtud de lo reglado por el artículo 328 del CGP. 

5. Para dilucidarlo, brevemente se recuerda que la acción de dominio o reivindicatoria, tiene sustento legal en el artículo 952 del C. Civil, cuya disección revela sus cuatro sus elementos axiológicos: (i) el derecho de dominio en cabeza del demandante; (ii) la posesión en cabeza del demandado; (iii) que la demanda recaiga sobre una cosa singular reivindicable o sobre una cuota determinada de una cosa singular; y, (iv) que haya identidad entre el bien del que el demandante es propietario y el que el demandado posee. 

Y por su parte, la usucapión o pertenencia, según el artículo 2518 del Código Civil, impone para su prosperidad, la satisfacción de unos elementos a saber: (i) la posesión que detente quien desea ganar una cosa corporal, mueble o inmueble, ajena, susceptible de adquirir por ese modo; (ii) el transcurso del tiempo en las condiciones señaladas en la ley; y (iii) que la aludida posesión sea pública, pacífica e ininterrumpida. 

Y si se trata, como en este caso, de la prescripción de una vivienda de interés social, es menester acudir a la regulación del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, modificado por el 91 de la Ley 388 de 1997, que establece que se entiende por tal, aquella que se desarrolle para garantizar el derecho a la vivienda de los hogares de menores ingresos, efecto para el cual, cada Plan Nacional de Desarrollo debe establecer el tipo y precio máximo de las soluciones destinadas a estos hogares. Precio que debe corresponder al valor de la vivienda en el momento de la adjudicación o adquisición. 
En complemento, debe destacarse que el artículo 51 de la Ley 9 de 1989 señala que a partir del 1° de enero de 1990, se reduce a cinco años el tiempo necesario para la prescripción adquisitiva extraordinaria de este tipo de viviendas; y a tres para la ordinaria.

Además, comoquiera que la apelación de la parte demandante se centra en la mala fe de los poseedores, debe traerse al cuento una cuestión adicional, que tiene que ver con la posesión regular y la irregular, en el sentido de que ambas tienen protección, solo que los requisitos de la primera, por provenir de justo título y buena fe, son más expeditos, al punto de que se gana el dominio de las cosas por el paso de tres años, como regla general, si se trata de viviendas de interés social, como es el caso que nos ocupa.

Las que no provienen de allí, sino de otras circunstancias, incluso las clandestinas y violentas, exigen para la obtención del beneficio, un tiempo mayor que, como se vio, hoy es de cinco años en el caso de las viviendas de interés social. Lo que se quiere significar, entonces, es que también ese tipo de posesión está destinadas a servir de modo para ganar el dominio, si el titular del derecho real lo descuida y permite que el correr de los días haga mella en él.  

Al explicar la distinción que la doctrina ha hecho de la posesión como un hecho o como un derecho, y de la posición que tradicionalmente ha adoptado la jurisprudencia patria, recordó la Corte, en la reciente sentencia SC11444-2016, del 18 de agosto de 2016, con ponencia del Magistrado Luis Armando Tolosa Villabona, que: 

Por supuesto, no se trata propiamente de un derecho (Ihering), sino de un hecho (Savigny), pero en tránsito, en construcción, con pretensión de materializarse en derecho; en principio es un hecho, porque la posesión material corresponde a la aprehensión física y voluntaria de una cosa para someterla a nuestros intereses, inicialmente para apropiarla y luego para conservarla o para disponer de ella; todo ello, como expresión de un derecho subjetivo o ius possessionis, de tal forma que el título es el hecho o la situación fáctica que se yergue como motivo legitimador del poseedor.  Esto significa que por relacionarse con un hecho, no importa que el poseedor en su fuente, cuando es originaria y por tanto, como acto unilateral, sea un ladrón, un usurpador, un precarista o un mero tenedor que interversó abiertamente su derecho para mutarse en poseedor.

La posesión del ladrón, desde luego, es una posesión violenta y por lo tanto viciosa en cuanto se adquiere mediando la fuerza (artículos 771, 772, 773 y 774 del Código Civil); sin embargo, constituye un vicio temporal, pues  “el carácter vicioso de la posesión desaparece desde que la violencia cesa”
.

De acuerdo al Código Civil, la posesión regular nunca puede ser violenta, pues preceptúa el artículo 764 “Se llama posesión regular la que procede de justo título y ha sido adquirida de buena fe, aunque la buena fe no subsista después de adquirida la posesión”.

En consecuencia, el ladrón es poseedor irregular y para ser declarado dueño debe sujetarse con rigor a los requisitos previstos para la prescripción extraordinaria de dominio, siguiendo el artículo 2531 ibídem, con la modificación que le introdujo el artículo 5º de la Ley 791 de 2002, cuando regla la usucapión extraordinaria de cosas comerciables: “El dominio de cosas comerciables, que no ha sido adquirido por la prescripción ordinaria, puede serlo por la extraordinaria, bajo las reglas que van a expresarse:

“1a. Para la prescripción extraordinaria no es necesario título alguno.

“2a. Se presume en ella de derecho la buena fe sin embargo de la falta de un título adquisitivo de dominio.

“3a. Pero la existencia de un título de mera tenencia, hará presumir mala fe, y no dará lugar a la prescripción, a menos de concurrir estas dos circunstancias:

1a.) Que el que se pretende dueño no pueda probar que en los últimos diez (10) años se haya reconocido expresa o tácitamente su dominio por el que alega la prescripción.

2a.) Que el que alegue la prescripción pruebe haber poseído sin violencia clandestinidad, ni interrupción por el mismo espacio de tiempo”.

Con todo, cuanto se debe examinar, no es la manera como el ladrón llegó a poseer el bien objeto de la prescripción extraordinaria, sino la forma (violenta o pacífica – clandestina o pública) como transcurrió el tiempo de posesión ininterrumpido que exige la ley, o el régimen jurídico del caso, porque no se requiere título alguno para la prescripción extraordinaria (el cual si lo reivindica el artículo 764 ibídem en la posesión regular), ni buena fe,  porque ésta se presume de derecho.

Téngase en cuenta en este punto que la posesión puede tener una fuente originaria, por regla general unilateral, constitutiva, independiente y sin antecedente, gestada en contra de la voluntad del dueño o en relación con cosas abandonadas, punto en el cual se halla la situación del usurpador o del ladrón; mientras que la otra fuente, la derivada, la eslabonada, es bilateral por accessio possessionis o successio possessionis que exige un negocio o acto jurídico derivativo, circunscrito dentro del modo de la tradición, generalmente entroncada con la suma de posesiones. En consecuencia, la del invasor o la del hurtador por viciosa, tanto la violenta, la clandestina o la furtiva, debe transformarse en possessio iusta, esto es, nec vi, nec clam, sin rebeldía a fin de obtener tutela judicial efectiva, en término de la regla 2531 ut supra citada.
6. Con la mira puesta en los anteriores prolegómenos y descendiendo al caso concreto, se tiene probado en el proceso que se cumplen los presupuestos axiológicos de la reivindicación habida cuenta de que: 
(i) El derecho de dominio del inmueble en contienda, identificado con matrícula Inmobiliaria N° 294-49895, está en cabeza de la demandante, señora Martha Lucía Flórez, así lo aceptaron las partes y se corrobora al chequear los certificados de tradición visibles a folios 20 del cuaderno principal, 8 y 50 del cuaderno de la demanda de reconvención, el último de ellos arrimado al plenario el 24 de octubre del año 2016; circunstancia sobre la que se ahondará en líneas venideras.  
(ii) Nunca fue motivo de controversia, el hecho de que la posesión del inmueble la tienen los demandados María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango. Así se afirmó en las demandas (principal y de reconvención, y en las contestaciones a cada una de ellas).
(iii) Se trata de un bien privado, singular y reivindicable. 
(iv) Y, por último, es indudable que el predio por el que riñen los litigantes es el mismo, es decir el identificado con el folio de matrícula N° 294-49895 que se relacionó como casa 1, manzana F, de la urbanización el Jazmín de Dosquebradas Risaralda, sobre el cual se practicó la diligencia de inspección judicial (CD, f. 100). 
Ante esta circunstancia, era pertinente, cual lo hizo el juzgado, adentrarse en el estudio de las excepciones formulas por los demandados, y concretamente la de prescripción adquisitiva de dominio, que sin aditamentos específicos podía proponerse antes de la vigencia del CGP, para cuando se contestó la demanda, pues hoy, con la redacción del parágrafo 1° del artículo 375, se agregaron unas exigencias, con la clara finalidad de evitar la demanda de reconvención. 
Por supuesto que el análisis que se haga de la misma, servirá de soporte para definir lo atinente a la demanda de mutua petición. 

7. Para comenzar con esa disertación, se recuerda que la excepción de prescripción y la demanda de reconvención parten del supuesto de que se trata de una vivienda de interés social. Según la regulación vigente para cuando se promovió la demanda (2015), derivada del artículo 44 de la Ley 9 de 1989, disposición modificada por el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, se tiene que el artículo 117 de la Ley 1450 de 2011, establecía que, en general:  
De conformidad con el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de interés social es la unidad habitacional que cumple con los estándares de calidad en diseño urbanístico, arquitectónico y de construcción y cuyo valor no exceda ciento treinta y cinco salarios mínimos mensuales legales vigentes (135 smmlv)... 

Norma modificada, pero en esta parte ratificada, por el artículo 90 de la Ley 1753 de 2015, luego por el artículo 33 de la Ley 1796 de 2016, y recientemente reproducida, con ciertas modificaciones, por el artículo 85 de la Ley 1955 de 2019. 

Ese precio, bastante se ha dicho, es el que corresponde al valor comercial del bien para cuando se causa el derecho a adquirir por prescripción, como ha sido ya señalado por la jurisprudencia nacional (CSJ, Sala de Casación Civil, sentencia SC11641-2014, del 1° de septiembre de 2014, M.P. Ariel Salazar Ramírez) y por esta Sala (sentencia de julio 18 de 2011, radicado 66001-31-03-005-2009-00072-01, o en la sentencia del 16 de enero de 2018, 66001-31-03-001-2011-00194-01). 

De manera que, si la posesión inició, como se aduce en la demanda, en el mes de julio de 2007, los cinco años debieron cumplirse en el mismo mes de 2012, época para la cual estaba vigente el citado artículo 117 de la Ley 1450. Tomando como referencia el valor del salario mínimo de entonces, el precio sería de $ 76’504.500,oo. 

Sea oportuno señalar que nada se hizo por establecer el avalúo comercial del inmueble. Más bien se trajo certificación del avalúo catastral (f. 10, c, 2), que dice que para ese año, el valor era de $7’533,000,oo. Podría decirse que, en estricto sentido, faltó acreditar uno de los requisitos señalados, esto es, el precio. 
Sin embargo, se observan varias situaciones: 

La primera, que no es objeto de apelación la conclusión a la que llegó el juzgado de que se trata de una vivienda de interés social. 

Segundo, la parte demandante principal y demandada en reconvención, ningún reparo hizo a la calificación que se le dio al inmueble; antes bien, en el libelo inicial, se dijo que el valor comercial del predio podía ascender a $10’000.000,oo, y eso acompasa, justamente, con la manifestación que hicieron los demandados, acerca de que para el año 2007 acordaron pagar la suma de $8’500.000,oo, cantidades que, evidentemente, están muy por debajo de lo señalado por la ley. 
En adición, es fácil observar que hasta el año 2010, el recibo del impuesto predial registraba un valor catastral del bien de $187.000,oo, y ya para el año 2011, se actualizó a $6’693.000,oo. 

Incluso si se le quisiera agregar el valor de las mejoras que el perito estimó en $26’300.000,oo (f. 112, c. 1), seguiría estando dentro del rango citado. 
8. Bajo este entendido, sobre la excepción propuesta, y para ir avanzando en la demanda se reconvención, se tiene que: 
(i) La posesión, como ya quedó claro, la detentan los demandados y reconvinientes, quienes invocaron la prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, con apoyo en la cual dicen haber ganado la cosa, que  es ajena y susceptible de adquirir por este modo.

(ii) Transcurrió el tiempo, 5 años de posesión o más, previsto en el artículo 51 de la Ley 9 de 1989. Esto se concluye al recordar lo probado en el trámite y que se compendia de la siguiente manera: 

a. Así lo afirmaron los excepcionantes y prescribientes en la demanda de reconvención (f. 1,  c. 2). 
b. Circunstancia que fue corroborada por la misma demandante principal y demandada en la pertenencia, en el libelo, en la contestación de la demanda de mutua petición, y en el interrogatorio de parte. En ese aspecto, basta evocar que los hechos 8 y 9 de la demanda, admiten que la posesión viene desde el año 2006; y cuando contestó la demanda afirmó que: “es cierto que los demandados llevan más de cinco años poseyendo el bien objeto de esta demanda, pero pese a ello no cumplen con los requisitos que exige la normatividad especial (…) para adquirir por prescripción, ello por cuanto la posesión que ostentan ha sido clandestina y violenta (…)” (f. 27, c.2); luego, al rendir interrogatorio, hizo saber que al volver al predio en el año 2007, tras perder su vigilancia ausentarse por un periodo de dos años aproximadamente, se enteró que sus contrincantes ya se encontraban en ese momento en posesión del bien (min. 21. CD, f. 123, c. 1).
c. Para rematar, como bien se dijo en primera instancia, en la documental que obra en el plenario refulgen certificaciones que dan cuenta sobre la instalación de servicios públicos a nombre de los prescribientes con una antigüedad superior a los 5 años que requiere la precitada norma; por ejemplo y para traer a cuento solo la más reciente de ellas, suficiente para lo que se quiere hacer notar, una de la empresa Serviciudad ESP, en que se menciona que el 28 de diciembre del año 2009, por solicitud de la señora María Alicia Sepúlveda, se instalaron los servicios de acueducto, alcantarillado y aseo, en el inmueble ubicado en la manzana F Casa 1 de la Urbanización El Jazmín (f. 85, c. 1). 
De ahí que, si la demanda reivindicatoria se radicó el 10 de junio del año 2015 y está probado que los demandados vienen poseyendo el bien, cuando menos, desde el 29 de diciembre del año 2009, sino es que es desde el año 2006, como dice el libelo, palmario es que, en este concreto asunto trascurrió el tiempo requerido para usucapir la vivienda de interés social en disputa. 
9.
Así las cosas, bueno es recapitular hasta aquí que es evidente el consenso entre las partes y son diáfanas las pruebas recaudadas en primera instancia, que apuntan, todas, en dirección a que respecto de la vivienda de interés social, hasta ahora de propiedad de Martha Lucía Flórez, se reportan como poseedores con más de 5 años a la fecha de promoción de la demanda, María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango, quienes invocaron la prescripción adquisitiva en su favor.  

9. Al retomar los puntos de discordia de las partes, para finalizar, se evoca que la señora Martha Lucía Flórez sostiene enfáticamente que la posesión ejercida por María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango es de mala fe, pues ellos al momento de adquirir el inmueble sabían que no estaban comprando el dominio sino un mero derecho de hipoteca; y ese elemento es determinante para ganar por prescripción. 

Pues bien, como ya se dijo, se trata de una prescripción extraordinaria adquisitiva de dominio, por lo que resulta irrelevante debatir en torno al presupuesto de la buena fe, requisito trascendente únicamente en el evento de que la prescripción que se quisiera hacer valer fuera la ordinaria, la cual sin excepción debe estar precedida de esta condición. 
Así que, aun si los poseedores hubieran ingresado al inmueble clandestinamente, como se afirma, pueden hacerse dueños si acreditan haberlo poseído por más de 5 años, como en efecto sucedió.
Por su elocuencia y pertinencia, y modo de colofón, vale la pena recordar nuevamente, en palabras de la Sala de Casación Civil que “el ladrón es poseedor irregular y para ser declarado dueño debe sujetarse con rigor a los requisitos previstos para la prescripción extraordinaria de dominio”.
Sobran, entonces, adicionales consideraciones para desestimar el embate formulado por la reivindicante. 

10. La apelación que sí prosperará, por las razones que a continuación se expondrán, será la de los prescribientes, se explica:
En primera instancia, se recuerda, la pertenencia fue derrotada comoquiera que se omitió aportar con la demanda el certificado del registrador de instrumentos públicos, “en donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales sujetos a registro”, de conformidad con el artículo 407 del Código de Procedimiento Civil, estatuto vigente para cuando se presentó la demanda el 20 de noviembre del año 2015. 
Para el efecto, quienes demandaron en reconvención dijeron que ese certificado fue aportado por la persona que inició la acción reivindicatoria. Y, adicionalmente, uno de los anexos de la demanda de pertenencia, como se puede ver en los folios 8 y 9 de la demanda de reconvención, corresponde al certificado de tradición del inmueble de matrícula 294-49895, que vuelve a aparecer en los folios 46 a 52 del cuaderno 2, remitido al proceso por el registrador de instrumentos públicos quien hizo paladina la inscripción de la demanda en el folio respectivo. 

Ese certificado, es palmario, señala con una X quién es el actual titular del derecho real de dominio sobre el predio, esto es, la señora Martha Lucía Flórez (anotación3), contra quien, efectivamente, se promovió la acción.  

Y si acaso, equivocadamente, se estimó indispensable un certificado especial porque las certificaciones del cartulario incumplían su propósito y no daban fe sobre las personas que figuran como titulares de derechos sobre el inmueble, nuevamente, y a manera de colofón, recuerda la Sala, como en anteriores oportunidades lo ha hecho
-
, que un certificado de tradición de matrícula inmobiliaria satisface todos los presupuestos que, de acuerdo con la doctrina, constituyen el pilar de información relevante, esto es, conocer quiénes son esos titulares, con lo cual se cumple el cometido de conformar adecuadamente el contradictorio

Situación que variaría si existieran dudas sobre el derecho real de dominio o estuviese en discusión, por ejemplo, por una falsa tradición, o cuando el inmueble no está matriculado, o cuando estándolo no aparece un titular concreto de derechos reales, eventos en los cuales sí es menester un certificado especial y diferente en el que el registrador dé cuenta sobre la verdadera situación del inmueble, situaciones que en el caso concreto no se presentan.
Recientemente, en sede constitucional, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia recalcó, en la sentencia STC15887-2017, del 3 de octubre de ese año, con ponencia del Magistrado ARIEL SALAZAR RAMÍREZ que: 

En efecto, de acuerdo con lo estatuido por el numeral 5° del artículo 375 del Código General del Proceso, norma aplicable a la fecha de presentación de la demanda de pertenencia y salvo lo dispuesto en el artículo 52 de la Ley 9ª de 1989 respecto de la usucapión sobre viviendas de interés social
, a dicho libelo debe acompañarse «un certificado del registrador de instrumentos públicos en donde consten las personas que figuren como titulares de derechos reales principales sujetos a registro, o que no aparece ninguna como tal...» (se resalta), salvo que se trate de los casos señalados.

El primero, es decir aquel que indica los titulares de derechos reales principales, es el que se conoce como certificado de tradición y libertad que contiene la historia jurídica del predio desde la apertura del folio de matrícula inmobiliaria, en tanto el segundo, que expresa que no aparece ningún titular, corresponde al denominado «certificado negativo» o especial.

La certificación del Registrador de Instrumentos Públicos -ha dicho la Sala- está destinada a cumplir múltiples funciones, entre ellas: dar cuenta de la existencia del inmueble; permitir que se establezca quién es el propietario actual; proporcionar información sobre los titulares inscritos de derechos reales principales contra los cuales ha de dirigirse la demanda; instrumentar la publicidad del proceso, pues el artículo 692 del Código de Procedimiento Civil instituye la inscripción de la demanda como medida cautelar forzosa en los procesos de pertenencia; contribuir a garantizar la defensa de las personas que pudieran tener derechos sobre el inmueble, y hacer las veces de medio para la identificación del inmueble «pues los datos que allí se consignan sirven para demostrar si el predio pretendido realmente existe, como también para saber si es susceptible de ser ganado por prescripción» (CSJ SC, 4 Sep. 2006, Rad. 1999-01101-01).

Sin embargo, es posible que tal como lo contempla la norma citada, en dicho documento no aparezca ninguna persona como titular de derechos reales, e incluso es probable que el predio no cuente con un folio de matrícula inmobiliaria, ya sea porque hace parte de otro de mayor extensión; no tiene antecedente registral de actos dispositivos en vigencia del sistema implementado a partir del Decreto 1250 de 1970; o por cuanto corresponde a un terreno baldío adjudicable con explotación económica (art. 1° Ley 200 de 1936), circunstancias que no constituyen un obstáculo para la admisión de la demanda, ni para adelantar la acción.  

4.1. En el caso de que no se hayan registrado actos dispositivos sobre el bien raíz en vigencia del sistema de matrícula inmobiliaria, es necesario tener presente -ha puntualizado esta Corporación- que «la exigencia legal no alude a que se allegue el certificado de tradición y libertad del respectivo bien raíz, sino que allí se hace referencia a un certificado especial  en el que consten las circunstancias mencionadas en el numeral 5° del artículo 407 del C. de P.C.» (CSJ SC, 13 Abr. 2011, Rad. 2011-00558-00; subrayas son del texto).

De suerte que, si en este caso se expidió el aludido certificado, en el que se registra la historia del inmueble desde el año 2002, y con la X que aparece en las anotaciones 6 y 7, se indica que la titular del derecho real de dominio es Martha Lucía Flórez, que fue contra quien se dirigió el libelo, y con él y las personas que se creyeran con derecho sobre el predio se conformó el litisconsorcio pasivo, es innecesario requerir del registrador algún documento adicional y especial, comoquiera que no alberga duda la Sala acerca de que ese documento satisface las exigencias del artículo 407 citado. 
11.
En consecuencia, se revocará parcialmente el fallo protestado, por cuanto en los prescribientes confluyen todos los elementos axiológicos de la acción de pertenencia: el bien prescriptible, la posesión, y el tiempo de la misma, que superó los cinco años exigidos por la norma bajo cuya égida se cubre este asunto, lo cual, dígase también, responde a las alegaciones que propuso la reconviniente, que se afincan, otra vez, en la presunta mala fe, presupuesto irrelevante en la prescripción extraordinaria que se estudia, lo cual se ha decantado.

En su lugar, se accederá a las pretensiones de la demanda de reconvención. Se declarará, entonces, que María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexánder Arango adquirieron el inmueble, que se detallará en la resolutiva, por prescripción extraordinaria y se dispondrá la inscripción el registro respectivo. 

Las costas en primera y segunda instancia serán a cargo de la demandante principal y a favor de los demandados reconvinientes, como se dijo en el ordinal cuarto del fallo, que se advierte contradictorio, porque allí se negaron unas y otras pretensiones. Aquí, por el contrario, saldrán avante las de la demanda de mutua petición

Se liquidarán de manera concentrada ante el juez de primer grado, siguiendo las pautas del artículo 366 del CGP. Las agencias en derecho que a esta sede correspondan, se fijarán en auto separado. 

DECISIÓN:

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:

1.
CONFIRMAR los ordinales primero, segundo, cuarto y quinto, del fallo proferido por el Juzgado Civil del Circuito de Dosquebradas el 20 de junio de 2018, en este proceso verbal que se adelanta entre Martha Lucía Flórez, como demandante principal y reconvenida,  y María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexánder Arango, como demandados principales y reconvinientes. 

2.
REVOCARLA en lo demás. 

En su lugar: 

2.1. Se declara que María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexánder Arango, identificados con las cédulas de ciudadanía 32.304.595 y 10.013.067 respectivamente, han ganado por el modo de la prescripción extraordinaria, el dominio del bien de matrícula 294-49895, ficha catastral 0110000000480016000000000, que se describe de acuerdo con los linderos que figuran en la escritura pública 2120 del 10 de julio del 2002 emitida por la Notaría Única del Círculo de Dosquebradas, así: 

“EL LOTE No. 01 de la MANZANA F, Ubicado en el área urbana del Municipio de Dosquebradas, en la Urbanización EL JAZMÍN, cuyos linderos son:### Por el NORTE: Linda con el lote No. 16, en una longitud de cinco metros (5.00m); por el ORIENTE: Linda con Lote No. 2 en una longitud de 10.00 metros; por el SUR: Linda con frente a la carrera 20 en una longitud de cinco metros (5.00m); por el OCCIDENTE: Linda con frente a la calle 73C en una longitud de diez metros (10.00m); para un área de cincuenta metros cuadrados (50.00m2)”
SEGUNDO: Se ordena la inscripción de esta sentencia en el folio de matrícula inmobiliaria No. 294-49895. Líbrese el oficio respectivo a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Dosquebradas. 

TERCERO: Se condena en costas en esta sede a la parte demandada en reconvención, a favor de los demandantes María Alicia Sepúlveda y Derlin Alexander Arango. Se liquidarán concentradamente ante el juez de primer grado. 

Notificación surtida en estrados. 

Los Magistrados, 

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA

� ALESSANDRI RODRÍGUEZ, Arturo y SOMARRIVA UNDURRAGA, Manuel. Los bienes y los derechos reales. Curso de Derecho Civil. Tercera edición, Santiago de chile, 1974. P 480.


� TSP. SCF. Auto del 4 de diciembre del 2012 rad. 2010-00243-01 M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� TSP. SCF Auto de agosto 29 de 2012, expediente 2012-00039-01 M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo.


� Esa norma exime de la obligación de aportar el certificado en los casos en que no sea posible, en los cuales no será necesario señalar como demandado a una persona determinada, y el juez de la causa debe oficiar al registrador para que expida dicho documento, pero solo es aplicable a este tipo de pertenencias.
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